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Señor 
LUIS GUILLERMO ARENAS CONTO  
JUEZ PRIMERO PROMISCUO DE FAMILIA 
E.                           S.                                   D. 
Rionegro – (Ant.) 
 
Señora 
SOL ZULMARY ARROYAVE GUZMAN

Referencia: CONTESTACIÓN DEMANDA – PROCESO DE CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE
MATRIMONIO RELIGIOSO - PROMOVIDO por SOL ZULMARY ARROYAVE GUZMAN contra DIEGO
FERNANDO ZULUAGA AVENDAÑO. - Radicado: 05615318400120220026700. 
 
SANTIAGO JARAMILLO MORATO, Abogado. Identificado como aparece al pie de mi correspondiente
firma, obrando en la presente como apoderado judicial de DIEGO FERNANDO ZULUAGA AVENDAÑO,
dentro del proceso de la referencia, le manifiesto su señoría que por medio del presente escrito procedo
a dar CONTESTACIÓN a la demanda de CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE MATRIMONIO
RELIGIOSO, instaurada por la señora SOL ZULMARY ARROYAVE GUZMAN a través de apoderado.
Contestación que hago en los términos adjuntos. 

Del Señor Juez, atentamente, 

 

 

 
SANTIAGO JARAMILLO MORATO 

C.C. 1.152.441.012 de Medellín 
T.P. 254.820 del C. S. de la J. 

sajara14@hotmail.com

 



https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


https://digital-camscanner.onelink.me/P3GL/w1r4frhy


15/2/23, 15:39 Correo: Oficina Reparto Centro Servicios Judiciales - Antioquia - Rionegro - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGY4ODBlYTFlLTZiMjUtNDdiMS1iZjRkLWEzMmU4NTYwM2U1ZQAQAJq1dJnfn0dLoHwGjAx%2BkcY%… 1/1

RAD: 05615-31-12-001-2022-00512-00. RECURSOS

alvaro.quiceno@endefensa.com.co <alvaro.quiceno@endefensa.com.co>
Mié 15/02/2023 15:30

Para: Oficina Reparto Centro Servicios Judiciales - Antioquia - Rionegro
<csarionegro@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (364 KB)
2023.02.15. RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN. EXCEPCIONSE DECLARACION DE INDIGNIDAD.pdf;
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SEÑOR 
JUEZ PRIMERO (01) PROMISCUO DE FAMILIA DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
RIONEGRO – ANTIOQUIA 
CSARIONEGRO@CENDOJ.RAMAJUDICIAL.GOV.CO  
 
 
REFERENCIA:  DECLARATIVO VERBAL. 
ACCIONANTES:  CARLOS ANDRÉS CARMONA VÁSQUEZ Y CLAUDIA CECILIA 

HERNÁNDEZ VÁSQUEZ. 
ACCIONADO: JOSE OMAR HERNÁNDEZ GIRALDO  
RADICADO: 05615-31-84-001-2022-00512-00 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN FRENTE A LA 

PROVIDENCIA QUE DECRETÓ UNA MEDIDA CAUTELAR. 
 
 
ÁLVARO DIEGO QUICENO TORRES, mayor de edad, domiciliado en Medellín 
identificado con cédula de ciudadanía número 79.519.067, con tarjeta profesional 
número 141.004 del C. S. de la Judicatura para el ejercicio de la profesión de 
abogado, con dirección electrónica registrada en el SIRNA 
alvaro.quiceno@endefensa.com.co, actuando en condición de apoderado 
convencional de JOSÉ OMAR HERNÁNDEZ GIRALDO, según poder que se presentó el 
pasado viernes 10 de febrero de 2023 en su despacho, encontrándome dentro 
de la oportunidad para recurrir la providencia por medio de la cual se decretó 
una medida cautelar de carácter innominado y se calificó erróneamente la 
suficiencia de una caución, planteó a favor de la revocatoria tanto de la decisión 
de decretar una medida de tal naturaleza, como de la de calificación de la 
caución otorgada, al tenerla por suficiente, apoyado en la siguiente 
argumentación: 
 

I. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDAD  
 
El legislador del 2012 estatuye en la Sección Sexta, Título Único los medios de 
impugnación y en el Capítulo I y II. Dispuso: 
 

“ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. Salvo norma en contrario, el 
recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez,…. 
 
(…) 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en 
forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se pronuncie fuera 
de audiencia el recurso deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) días 
siguientes al de la notificación del auto. (resaltos fuera de texto) 
 
El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que 
contenga puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse los 
recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos. 
 
(…). 
 
ARTÍCULO 319. TRÁMITE. El recurso de reposición se decidirá en la audiencia, 
previo traslado en ella a la parte contraria. 
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Cuando sea procedente formularlo por escrito, se resolverá previo traslado a la parte 
contraria por tres (3) días como lo prevé el artículo 110.” (resaltos fuera de texto) 
 
ARTÍCULO 320. FINES DE LA APELACIÓN. El recurso de apelación tiene por objeto 
que el superior examine la cuestión decidida, únicamente en relación con los reparos 
concretos formulados por el apelante, para que el superior revoque o reforme la 
decisión. 
 
Podrá interponer el recurso la parte a quien le haya sido desfavorable la providencia: 
respecto del coadyuvante se tendrá en cuenta lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 71. 
 
ARTÍCULO 321. PROCEDENCIA. Son apelables las sentencias de primera instancia, 
salvo las que se dicten en equidad. 
 
También son apelables los siguientes autos proferidos en primera instancia: (resaltos 
fuera de texto) 

 
1. El que rechace la demanda, su reforma o la contestación a cualquiera de ellas. 

 
(…) 
 

8. El que resuelva sobre una medida cautelar, o fije el monto de la caución 
para decretarla, impedirla o levantarla. (resaltos fuera de texto) 
 
(…) 

 
ARTÍCULO 322. OPORTUNIDAD Y REQUISITOS. El recurso de apelación se 
propondrá de acuerdo con las siguientes reglas: 
 
1. El recurso de apelación contra cualquier providencia que se emita en el curso de 
una audiencia o diligencia, deberá interponerse en forma verbal inmediatamente 
después de pronunciada. El juez resolverá sobre la procedencia de todas las 
apelaciones al finalizar la audiencia inicial o la de instrucción y juzgamiento, según 
corresponda, así no hayan sido sustentados los recursos. 
 
La apelación contra la providencia que se dicte fuera de audiencia deberá 
interponerse ante el juez que la dictó, en el acto de su notificación personal o por 
escrito dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación por estado. (resaltos 
fuera de texto) 
 
2. La apelación contra los autos podrá interponerse directamente o en subsidio 
de la reposición. Cuando se acceda a la reposición interpuesta por una de las partes, 
la otra podrá apelar del nuevo auto si fuere susceptible de este recurso. (resaltos fuera 
de texto) 
 
Proferida una providencia complementaria o que niegue la adición solicitada, dentro 
del término de ejecutoria de esta también se podrá apelar de la principal. La apelación 
contra una providencia comprende la de aquella que resolvió sobre la 
complementación. 
 
Si antes de resolverse sobre la adición o aclaración de una providencia se hubiere 
interpuesto apelación contra ésta, en el auto que decida aquella se resolverá sobre la 
concesión de dicha apelación. 
 
3. En el caso de la apelación de autos, el apelante deberá sustentar el recurso 
ante el juez que dictó la providencia, dentro de los tres (3) días siguientes a su 
notificación, o a la del auto que niega la reposición. Sin embargo, cuando la 
decisión apelada haya sido pronunciada en una audiencia o diligencia, el recurso 
podrá sustentarse al momento de su interposición. Resuelta la reposición y concedida 
la apelación, el apelante, si lo considera necesario, podrá agregar nuevos argumentos 
a su impugnación, dentro del plazo señalado en este numeral. (resaltos fuera de texto) 
 
(…) 
 

II. RAZONES DE INCONFORMIDAD 
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Se presenta para la parte actora la falta de un derecho cierto, porque su 
pretensión (declarativa en esencia) constituye apenas una expectativa cuya 
consolidación dependerá de la sentencia que le ponga fin al litigio; por tanto, la 
solicitud de una cautela como la ordenada por el despacho, desde el inicio 
resulta improcedente y cuestionable por esta vía, porque la legitimación, como 
uno de los elementos que componen el juicio de razonabilidad que debe efectuar 
el operador jurídico para decretar cautelas de tal naturaleza, se adquiere siempre 
que exista fallo que le sea favorable a los actores. 
 
La decisión que por este medio se controvierte, debió ser el resultado de un 
exámen crítico, pues la misma no puede estar amparada en un mero palpito, 
aquella  debe entraña un juicio de apariencia de buen derecho. La falta del  
exámen crítico, como respaldo o sustento de la decisión, tocan con la 
imparcialidad del operador jurídico que decreta la medida cautelar innominada, 
conforme a la Ley (literal c) del art. 590 del CGP). 
 
De otra parte, la tésis de quien solicita la cautela, y especialmente una de esta 
connotación (innominada) debe contar con una carga argumentativa mínima, esto 
es, debe reunir ciertas características a efectos de que sean sustento sólido para 
que estas sean decretadas.  
 
La petición de los actores no cumple para nada con ese estándar mínimo de 
argumentación, lo que por sí mismo, debió de haber llamado la atención del 
despacho.  
 
Notara el señor Juez que la solicitud está mal encausada normativamente: 
 

(…) 
 
Medidas cautelares 
 
CAPÍTULO II MEDIDAS CAUTELARES artículos 476 y SS del Código 
General del proceso., Como quiera que el proceso versa sobre una 
universalidad de bienes de derecho, solicito que en auto emisario se 
decrete la inscripción de la demanda admitida y se libren los oficios 
correspondientes a quien dé lugar de registro ESTO ES A 
COLFONDOS pensiones y cesantías, y previo a la notificación de 
dicho auto al demandado. (sic) 
 
(…)  

 
La disposición en la cual se funda dicha solicitud es la de la guarda y aposición de 
sellos y la competencia para decretarla, no recae en esa célula judicial, en 
atención a lo dispuesto en el inciso 2º de la citada disposición: Será competente 
el Juez que deba conocer de la sucesión y/o el juez municipal en cuyo territorio 
se encuentren los bienes.  
 
Se debe precisar que los bienes objeto de la pretendida medida no están en el 
ámbito de influencia del distrito judicial de Rionegro – Antioquia. Se anexa 
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certificado de existencia y representación legal de COLFONDOS en el que bien 
se advierte que su domicilio es en la ciudad de Bogotá. 
 
Por otra parte, el despacho decretó la medida sin argumentar la razón para haber 
tomado esa determinación, además de que lo hace con fundamento en una 
norma totalmente distinta a la invocada por el promotor de la misma (art. 476 y 
SS del Código general del proceso) y lo que oscurece más el  panorama es que la 
póliza se expide con fundamento específico en una supuesto normativo 
complementario, lo que conduce a falta de precisión de la póliza otorgada, 
situación que debió ser advertida por el despacho al momento de calificar la 
suficiencia o no de la póliza que se ofreció (desde un aspecto normativo). 
 
Es en razón de lo anterior que debió tomarse en consideración por parte del 
despacho que, en el desarrollo de su labor en este específico punto, su decisión 
debía encontrar apoyo en los criterios orientadores para la función judicial para el 
decreto de las medidas cautelares innominadas y su adecuado diseño. Dichos 
criterios son: i) la legitimación o interés, i i) la amenaza o vulneración del 
derecho, i i i) la apariencia de buen derecho (fumus boni iuris), iv) la necesidad 
(periculum in mora), v) la efectividad, y vi) la proporcionalidad. 
 

i) LA LEGITIMACIÓN O INTERÉS. 
 
Teniendo en cuenta que en Colombia las medidas cautelares no gozan de un 
proceso independiente, debiendo estar siempre atadas a otro trámite que sí es el 
principal, puede afirmarse que quien puede solicitarlas es aquel que cuente con 
legitimación dentro del proceso principal. En este mismo sentido, afirma García 
Sarmiento que “la legitimación activa le corresponde al titular del derecho 
sustancial que requiere la cautela” 
 
En el presente asunto los promotores de la medida carecen de legitimación en el 
proceso de sucesión que cursa en el Juzgado 13 Civil Municipal del Circuito 
Judicial de Medellín, aspecto que queda totalmente demostrado si se toma en 
consideración lo dispuesto en la providencia adiada el 18 de octubre de 2022 en 
la cual el juez que conoce de la causa sucesoral sanea el proceso, reconoce como 
heredero único a quien hoy es parte demandada en el presente trámite, 
reconoce personería adjetiva y, excluye a uno de los promotores del presente 
proceso: el señor Carlos Andrés Carmona Vásquez, con lo que éste perdio la 
legitimación que aparentemente había ganado. 
   

i i) AMENAZA O VULNERACIÓN DEL DERECHO. 
 
Al momento de decidir sobre la solicitud de medidas cautelares, el juez debió  
establecer si el derecho cuya protección se reclama ya fue afectado. De hecho, la 
orden cautelar que se elaboró para el asunto en concreto puede, en buena 
medida, variar si no se ha sobrepasado el escenario de la amenaza. En relación 
con esta última, afirma Rocco que: 
 

“peligro, considerado como posibilidad de un daño, es, por tanto, la 
potencia o la idoneidad de un hecho para ocasionar el fenómeno de la 
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pérdida o disminución de un bien, o el sacrificio, o la restricción, de un 
interés, sea éste tutelado o la forma de un derecho subjetivo, o en la de un 
interés jurídico”.1 
 
i i i) APARIENCIA DE BUEN DERECHO.  

 
Para decidir sobre la procedencia de la medida cautelar, el juez debía llevar a 
cabo un análisis de los hechos y de las pruebas con las que se cuentan hasta ese 
momento a fin de lograr cierto grado de convencimiento acerca de lo reclamado 
por los accionantes. Ese grado de convencimiento se limita únicamente al de 
verosimilitud por encontrarse en una etapa apenas preliminar de la actuación, 
mientras que el grado de certeza ha de alcanzarse únicamente en la sentencia, 
acto procesal en el que el caso finalmente se resuelve. Al respecto, señala Pérez 
que “El fumus boni iuris se puede definir como la obligación de acreditar 
prima facie que la pretensión que se pretende asegurar va a ser estimada por el 
órgano jurisdiccional”2. Por ello, al hacer el estudio sobre la apariencia de buen 
derecho, el juez, aunque no tendrá certeza aún sobre el fondo del proceso, si 
habrá de prever que, al momento de dictar sentencia, ésta acogerá las 
pretensiones de la demanda. En relación con lo dicho, enseña Calamandrei que: 
 

“Por lo que se refiere a la investigación sobre el derecho, la cognición 
cautelar se limita en todos los casos a un juicio de probabilidades y de 
verosimilitud. Declarar la certeza de la existencia del derecho es función de 
la providencia principal: en sede cautelar basta que la existencia del 
derecho aparezca verosímil, o sea, para decirlo con mayor claridad, basta 
que, según un cálculo de probabilidades, se pueda prever que la 
providencia principal declarará el derecho en sentido favorable a aquel que 
solicita la medida cautelar”.3  
 
iv) NECESIDAD. 

 
Los procesos judiciales normalmente están compuestos de una serie de etapas 
cuyo agotamiento implica una inversión razonable de tiempo. Dicha demora, 
aunque sea normal, es motivo de preocupación por el legislador interesado en 
garantizar la tutela judicial efectiva. Por ello, como lo señala Redenti, 
 

“sabiamente se preocupa la ley por el peligro, en muchos casos manifiesto 
e innegable, de que las providencias de tutela jurisdiccional (sanción) civil 
que ella conmina o prevé, lleguen a aplicación demasiado tarde, porque la 
vía para llegar a ella es demasiado larga y no sin tropiezos. En 
consideración a ello se han introducido las reglas, que ya conocemos, en 
virtud de las cuales los efectos de las providencias finales de fondo se 
hacen remontar en lo posible al momento de la demanda judicial (curso de 
los intereses, resarcimiento de los daños sobrevenidos en pendencia de 

                                                
1 Ugo Rocco, Tratado de Derecho Procesal Civil: Parte especial, proceso cautelar, 48 (ed. Temis, 1977). 
 
2 Vicente Pérez Daudí, Las medidas cautelares en el proceso civil, 66 (Atelier Libros Jurídicos, Barcelona, 
2012). 
 
3 Piero Calamandrei, Introducción al estudio sistemático de las  providencias cautelares, 77 (ARA Editores, 
2005) 
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Litis, efectos de la transcripción de la citación, etc.). Pero todo esto no sirve 
ya de nada, si entretanto … se han escapado los bueyes; es decir, si no se 
encuentra ya, por así decirlo, la materia prima sobre la cual actuar de 
hecho la sanción.”4 
 

En Colombia existe un término máximo para que el juez de primera o única 
instancia profiera sentencia en los procesos que se tramitan bajo las reglas del 
CGP. Dicho término no puede ser superior a un año y puede ser prorrogado de 
manera excepcional hasta por seis meses más. 
 
La demora normal del proceso puede implicar para el demandante o para el 
demandado el agravamiento de su situación a tal punto que ya sea demasiado 
tarde cuando la sentencia se profiera, aspecto que justifica la necesidad de que 
exista la facultad de proferir medidas cautelares. En línea con lo anterior, afirma 
Couture que “las providencias cautelares cautelan contra la lentitud del proceso. 
Previenen tan solo el riesgo de que la demora en llegar hasta la sentencia no 
haga ilusorio el fin del proceso”. Es por ello que el juez, al momento de decidir 
sobre la procedencia de las medidas cautelares, debe verificar si la demora 
normal del proceso puede agravar la actual situación de las partes. De ser así, se 
justifica adoptar una decisión encaminada a proteger por un lado el derecho 
cierto del accionado y por el otro el derecho incierto de los accionantes de 
manera anticipada y por esa vía evitar que se comentan injusticias. De allí que la 
caución que se ofrezca por quien pretende adquirir un derecho en desmedro de 
quien ya cuenta con él de manera cierta, como en el presente caso, deba hacerse 
por el valor establecido por el legislador en el numeral 2º del artículo 590 del 
CGP, es decir por $6.884.590,oo efectiva y materialmente (20% de Treinta y 
Cuatro Millones Cuatrocientos Veintinueve Mil Ciento Cuarenta y Cuatro pesos 
m.l.c. $34.429.144,oo) con lo cual se garantiza el pago de los perjuicios que le 
sean irrogados al accionado, en caso de que la sentencia que se produzca no sea 
declarando el derecho que los actores persiguen. Si se lee la parte que decreta la 
medida (numeral 4º de la providencia que admitió la demanda) en ningún aparte 
señala que sea mediante póliza judicial y aunque tampoco señala que debe ser 
mediante consignación a órdenes del despacho de la suma efectiva 
($6.885.828,oo equivalente al 20% de la pretensión), esta si resulta totalmente 
razonable en el evento en el que la decisión de fondo en esta instancia se 
resuelva a favor de mi asistido, pues con esa cifra se cubrirán los perjuicios 
irrogados, y por el contrario, si se llegare a resolver a favor de la parte actora, 
dicha suma le será reintegrada a aquellos en su totalidad, es ese el carácter de 
razonabilidad que entraña una caución efectiva consignada a órdenes del 
despacho.  
 

v) EFECTIVIDAD. 
 

Verificado el cumplimiento de los criterios antes mencionados, el juez 
procederá a decretar la medida cautelar. Para ello, debe tener en cuenta que la 

                                                
4 II Enrico Redenti, Derecho Procesal Civil. El sistema de las impugnaciones de las sentencias. 
Procedimientos especiales de cognición y cautelares. Procedimientos de ejecución, 77 (Ediciones Jurídicas 
Europa-América, 1957). 
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finalidad de la institución cautelar está encaminada a garantizar que al momento 
de dictar sentencia sean protegidos los derechos del demandante y de esa 
manera esta no se convierta en un acto procesal ilusorio, lo que impone proferir 
una orden cautelar que sirva para dicho propósito. En palabras de Ortells Ramos, 
la efectividad “supone también que se proteja la sentencia frente a los riesgos 
que impidan que la ejecución se desarrolle en condiciones de plena utilidad para 
el que acabe por ser reconocido como titular del derecho”5. Vale agregar que, a 
la hora de diseñar una medida, el funcionario judicial debe proceder con 
precaución ya que, como se verá en el punto siguiente, la orden que se profiera 
no solo debe ser efectiva, también debe atender a la proporcionalidad y debe 
mirar que, como ya se mencionó anteriormente, si la sentencia es en desfavor de 
la parte actora, se tengan por cubiertos los perjuicios irrogados al hoy 
demandado. 
 

vi) PROPORCIONALIDAD.  
 

Recordemos que tratándose de medidas cautelares innominadas el juez cumple 
la labor de un “artesano jurídico”. En esa labor de diseño de la medida cautelar 
más ajustada al caso, el operador de justicia no puede perder de vista que, a 
pesar de la apariencia de buen derecho, hay aún un proceso que agotar y que su 
resultado puede ser incluso favorable al demandado. Por ello, la orden cautelar 
debe procurar no solamente proteger los derechos de la parte accionante, sino 
que además debe evitar gravar en exceso los intereses del demandado, quien 
aún podría tener una victoria. Al respecto, afirma Forero que la medida cautelar 
 

“según lo pedido y cuantificado en la demanda, debe ser razonable, 
acompasada con el monto de la pretensión, para que no resulte exagerada. 
El juez debe ponderarla decretando aquella cautela que se ajuste al caso 
concreto, sin olvidar que el demandado no ha sido condenado, y que a la 
vez sirva para materializar la pretensión en caso de que llegare a ser 
vencido”.6  
 

Considerando que el escenario que interesa en el presente artículo es el de las 
medidas cautelares innominadas decretadas en procesos judiciales, es necesario 
agregar que el artículo 590 del CGP debe aplicarse de manera armónica 
considerando que existe un sujeto procesal (el demandado) que también se 
puede ver afectado con el decreto y práctica de la medida decretada. 
 
Detallado este escenario, se mostrará cómo las medidas cautelares innominadas 
podrían llegar a frustrar los beneficios que se esperan para el accionado en caso 
de que sus defensas y excepciones resulten avantes. 
 
Es por ello que, en lo que toca con el monto de la caución que debe ofrecer 
quien solicitó la medida ordenada, la misma debe ser efectivamente del 20% del 
                                                
5 Manuel ortells Ramos, Las medidas cautelares, 134 (La Ley, 2000) 
	

6 Jorge Forero Silva, Medidas cautelares en el Código general del Proceso, 32-33 (3ª ed., Temis 2018) 
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valor de la pretensión, es decir debe depositarse a órdenes del juzgado el 20% 
del valor de la suma que se encuentra a órdenes de COLFONDOS, es decir  
$6.885.828,oo. 
 
De otro lado, nótese que la caución ofrecida lo es con fundamento en el numeral 
1º literal c) y numeral 2º, cuando lo ordenado por el operador jurídico fue solo 
con fundamento en el numeral 2º, razón por lo cual la medida estuvo 
indebidamente calificada por el despacho, lo cual contraría el inciso 1º del 
Artículo 603 de la Ley adjetiva y va en contravía de la suficiencia de la misma, 
pues debe ser de efectivamente de $6.885.828,oo., además de que va en contra 
del principio de legalidad consignado en el artÍculo 7º del CGP.  La inteligencia 
de la norma atiende a principios de equidad y de reparación, de esta manera 
sabiamente lo estableció el legislador, constituyendo la tasación anticipada de los 
perjuicios que se ocasionen al demandado en caso de que el derecho no sea 
declarado a favor de los actores, mal haría el operador jurídico en colocar al 
accionante a llamar a juicio a una aseguradora para que con base en una prima y 
unas exclusiones, las cuales desde el inicio, se sabe cuales serán, busque el 
resarcimiento de los daños que a él se le ocasionen, juicio que podría tardar años 
y ser costoso para el accionado.  
 

“CUARTO: Previo a emitir pronunciamiento sobre la medida 
cautelar solicitada en el escrito de la demanda, deberá la parte 
demandante prestar caución por la suma de $6.885.828, equivalente al 
20% del avalúo total de las pretensiones estimadas en la demanda 
($34.429.144), de conformidad con lo establecido en el artículo 590 
numeral 2º del Código General del Proceso.” (resaltos propios) 

 
Por no reunir los requisitos, el Juez debió negar su aprobación, teniéndola por no 
constituida y a consecuencia de ello debió despachar desfavorablemente la 
solicitud de medida cautelar elevada por la parte actora. 
 

III. SOLICITUD 
 
Con fundamento en las razones expuestas solicito que se revoque la medida 
decretada, toda vez que la misma no obedeció al análisis propio del juicio de 
apariencia de buen derecho (no está debidamente sustentada, ni por quien la 
pide, ni por el operador que la decreta) en subsidio de lo anterior, solicito que la 
caución sea ajustada y que pase a depositarse a órdenes del despacho y de la 
mano del principio del equilibrio y para garantizar los perjuicios que puedan 
ocasionarse durante el juicio a la parte demandada, una suma efectiva de seis 
millones ochocientos ochenta y cinco mil ochocientos veintiocho 
pesos m.l.c. $6.885.828,oo. 
 
En subsidio de lo anterior, interpongo recurso de apelación ante el superior 
jerárquico funcional – Sala Civil y de Familia del Tribunal Superior de Antioquia. 
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IV. ANEXOS 
 
- Providencia del 18 de octubre de 2022 emanada del Juzgado 13 Civil 

Municipal del Circuito Judicial de Medellín que da cuenta de que los actores 
no tienen de legitimidad alguna, misma que reposa al interior del proceso y 
que fue aportada por la parte accionante. 

 
- Certificado de existencia y representación legal de COLFONDOS S. A. 

emitido por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia en el que se 
da cuenta que el domicilio de dicho fondo es la ciudad de Bogotá.  

 
 
RESPETUOSAMENTE,    
 
 
 
 
ALVARO DIEGO QUICENO TORRES 
CC. Nº 79.519.067  
TP. Nº 141.004 CSJ. 
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Constancia 
 
Señor Juez: Le informo que una revisado el expediente encontré que a la fecha no 
se ha reconocido como heredero a José Omar Hernández Giraldo. A Despacho. 
 
Medellín, 18 de octubre de 2022 
 
JHON FREDY GOEZ ZAPATA 
Secretario 

 

JUZGADO TRECE CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD 
Medellín, dieciocho (18) de octubre de dos mil veintidós (2022)  

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

Vista la constancia secretarial que antecede, el Despacho considera 

necesario tomar medidas de saneamiento conforme lo dispuesto en el 

numeral 5 del artículo 42 del Código General del Proceso, toda vez que, 

mediante auto del 11 de marzo de 2021, se ordenó emplazar a José Omar 

Hernández Giraldo, sin embargo, este no le ha sido reconocida la calidad 

en la que actúa dentro del presente proceso. 

 

Conforme lo anterior, y teniendo en cuenta que desde la presentación de 

la demanda obra prueba del registro civil de nacimiento del causante en el 

que se puede apreciar que José Omar Hernández Giraldo es el padre del 

causante, se procede a reconocerlo como heredero en segundo orden 

hereditario. 

 

Ahora, si bien al heredero José Omar Hernández Giraldo le había sido 

designado curador ad-litem una vez vencido el término del Registro 

Nacional de Personas Emplazados, el curador ad-litem nombrado Álvaro 

Diego Quiceno Torres indicó que, se hizo presente al Despacho el 26 de 

Proceso Sucesión Intestada 

Demandante Carlos Andrés Carmona Vásquez 

Heredero José Omar Hernández Giraldo  

Causante Jorge Ignacio Hernández Vásquez   

Radicado 05001 40 03 013 2021 00091 00 

Auto Sustanciación  No. 2702 

Asunto Saneamiento, reconoce heredero, 

reconoce personería, excluye heredero  
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mayo de 2022, para tomar posesión del cargo designado, no obstante, se 

advierte que no obra prueba en el expediente de tal afirmación, sin 

embargo, si obra correo electrónico de la misma fecha en la que este afirma 

que acepta el nombramiento.  

 

Posterior a ello, mediante memorial enviado al correo electrónico 

institucional el 21 de junio de 2022, el heredero José Omar Hernández 

Giraldo otorgó poder al abogado Álvaro Diego Quiceno Torres quien fungía 

como curador ad-litem nombrado por este Despacho, siendo procedente 

entonces y en aras de darle prevalencia al derecho al debido proceso y 

contradicción del heredero, tener por notificado a José Omar Hernández 

Giraldo por conducta concluyente desde el día en que se notifique el auto 

que le reconoce personería al apoderado designado. 

 

En tal sentido, considera pertinente el Despacho relevar del cargo de 

curador ad-litem al abogado designado Álvaro Diego Quiceno Torres y 

proceder a reconocerle personería para que represente al heredero José 

Omar Hernández Giraldo conforme al poder conferido, quien realizó la 

manifestación expresa de aceptar la herencia con beneficio de inventario y 

desconoce la existencia de otros herederos con igual o mejor derecho. 

 

Así las cosas, advierte el Despacho que conforme lo dispuesto en el artículo 

1046 del Código Civil que reza: “Si el difunto no deja posteridad, le 

sucederán sus ascendientes de grado más próximo, sus padres adoptantes 

y su cónyuge. La herencia se repartirá entre ellos por cabezas”. (…). 

 

Condición que en efecto se da en el presente proceso liquidatorio pues se 

tiene acreditada la ascendencia más próxima, esto es, la existencia del 

padre del causante y, por consiguiente, quien se encuentra legitimado para 

ser parte en el presente proceso es José Omar Hernández Giraldo en 

calidad de padre, por lo que, se hace necesario excluir de la presente 

sucesión a Carlos Andrés Carmona Vásquez, como quiera que desde la 

presentación de la demanda este señaló la existencia de José Omar 

Hernández Giraldo solo que afirmó desconocer la dirección de 

notificaciones. 
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Ahora bien, considera el Juzgado que como ya José Omar Hernández 

Giraldo realizó la manifestación expresa de acepar la herencia con beneficio 

de inventario, ejecutoriado el presente auto se procederá fijar la fecha para 

llevar a cabo la audiencia de inventario y avalúos. 

 

Finalmente, con relación a la partición aportada por el apoderado del 

heredero José Omar Hernández Giraldo, el Despacho se pronunciará en el 

momento procesal oportuno. 

 

NOTIFÍQUESE 

 
 

 
PAULA ANDREA SIERRA CARO  

JUEZ 

 
JFG 

Firmado Por:

Paula Andrea Sierra Caro

Juez

Juzgado Municipal

Civil 013 Oral

Medellin - Antioquia
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: "COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS" Y PODRA UTILIZAR CUALQUIERA DE
LOS SIGUIENTES NOMBRES ABREVIADOS O SIGLAS "COLFONDOS S.A." Y "COLFONDOS" (EN
ADELANTE LA "SOCIEDAD")

NIT: 800149496-2

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad Comercial Anónima De Carácter Privado. Entidad sometida al control y
vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 2363 del 07 de noviembre de 1991 de la Notaría 16 de
BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  bajo la denominación de COLFONDOS COMPAÑÍA COLOMBIANA
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y DE CESANTIAS S.A. COLFONDOS
Escritura Pública No 4933 del 04 de agosto de 2004 de la Notaría 37 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
Escritura Pública No 5534 del 03 de julio de 2007 de la Notaría 37 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  cambia su
razón social denominándose CITI COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS El domicilio principal de la
sociedad es la ciudad de Bogotá D.C.
Escritura Pública No 1189 del 02 de junio de 2010 de la Notaría 44 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  modifica
su razón social de CITI COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS por la de COLFONDOS PENSIONES
Y CESANTIAS pudiendo usar la denominación COLFONDOS S.A.
Escritura Pública No 3586 del 14 de diciembre de 2012 de la Notaría 25 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
modifica su razón social por la de "Colfondos S.A. Pensiones y Cesantias" y podrá utilizar cualquiera de los
siguientes nombres abreviados o siglas "COLFONDOS S.A." y "COLFONDOS" (en adelante la "Sociedad")
Escritura Pública No 3659 del 19 de diciembre de 2012 de la Notaría 25 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
modifica su razón social por la de "Colfondos S.A. Pensiones y Cesantías" y podrá utilizar cualquiera de los
siguientes nombres abreviados o siglas "COLFONDOS S.A." y "COLFONDOS" (en adelante la "Sociedad")

AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 4839 del 13 de diciembre de 1991
Resolución S.B. 4839 del 13 de diciembre de 1991 Esta entidad autorizó a la citada sociedad para desarrollar
las actividades comprendidas dentro de su objeto social, esto es, la administración de Fondos de Pensiones y
de Cesantía, acto a partir del cual administra el FONDO DE CESANTIAS
Resolución S.B. 0587 del 11 de abril de 1994 Esta Superintendencia autorizó a Colfondos para administrar
fondos de pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, acto a partir del cual administra el
FONDO DE PENSIÓN OBLIGATORIA.
Oficio 94020782-6 del 04 de agosto de 1994 Esta Superintendencia imparte autorización al reglamento del
Fondo de Pensiones Obligatoria y el Plan Básico de Pensiones.
Oficio 2001039456-12 del 05 de septiembre de 2001 Esta Superintendencia imparte autorización a la reforma
del reglamento del Fondo de Pensiones Voluntarias CLASS INVERSIÓN.

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA
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REPRESENTACIÓN LEGAL: La sociedad tendrá un Presidente (para efectos de estos Estatutos, el
"Presidente") y será el representante legal de la sociedad y tendrá a su cargo la suprema dirección y
administración de los negocios dentro de las atribuciones que le concedan los estatutos y los acuerdos y
resoluciones de la Asamblea General de Accionistas y de la Junta Directiva. El Presidente tendrá tres (3)
suplentes - primero, segundo y tercero- quienes en su orden los reemplazarán en caso de falta temporal o
absoluta. Serán también representantes legales de la sociedad aquellas personas designadas por la Junta
Directiva de la compañía. FUNCIONES DEL PRESIDENTE: Al Presidente de la sociedad le corresponden las
siguientes funciones: 1. Usar la razón o firma social. 2. Representar legalmente a la Sociedad judicial o
extrajudicialmente. 3. Celebrar y ejecutar los actos necesarios o convenientes para el debido cumplimiento del
objeto social. 4. Suscribir los documentos públicos o privados necesarios para recoger los actos o contratos
que celebre la Sociedad directamente o bajo su responsabilidad. 5. Cumplir y hacer cumplir el "Código de Buen
Gobierno Empresarial" y mantenerlo disponible para el público. 6. Velar porque la información sobre la
evolución de la Sociedad divulgada al mercado sea debidamente actualizada. 7. Mantener a la Junta Directiva
permanente y detalladamente informada de la marcha de los negocios sociales y suministrarle toda la
información que ésta solicite. 8. Ejecutar y hacer ejecutar las determinaciones de la Asamblea General de
Accionistas, de la Junta Directiva y de los comités de ésta, lo mismo que todas las operaciones en que la
Sociedad haya acordado ocuparse, desarrollando su actividad conforme a los presentes Estatutos. 9. Delegar -
previa autorización de la Junta Directiva- alguna o algunas de sus atribuciones y facultades delegables, en uno
o varios funcionarios de la Sociedad, en forma transitoria o permanente. 10. Nombrar, remover y señalar
libremente las funciones y atribuciones a los Vicepresidentes de la Sociedad. 11. Dirigir, coordinar y controlar
las actividades de los Vicepresidentes de la Sociedad. 12. Nombrar y remover libremente a los empleados de la
Sociedad, salvo aquellos cuya designación corresponda a la Asamblea General de Accionistas o a la Junta
Directiva. 13. Proponer a la Junta Directiva alternativas de pago o remuneración variable conforme al
desempeño de los administradores y personal comercial de la Sociedad. 14. Postular ante la Junta Directiva las
personas a quienes deba conferírseles la representación legal de la Sociedad. 15. Convocar a la Junta
Directiva a reuniones. 16. Convocar a la Asamblea General de Accionistas a reuniones ordinarias o
extraordinarias, por iniciativa propia o a petición de un grupo de accionistas que representen al menos el
veinticinco por ciento (25%) de las acciones suscritas de la Sociedad. 17. Presentar anualmente a la Junta
Directiva, los estados financieros de fin de ejercicio acompañados de los anexos de rigor de un proyecto de
distribución de utilidades repartibles o de cancelación de pérdidas, del informe de gestión previsto en la Ley y
de los informes complementarios a que haya lugar. 18. Autorizar con su firma las actas de las reuniones no
presenciales de la Asamblea General de Accionistas y Junta Directiva. 19. Fijar la hora oficial de la Sociedad a
partir de la hora oficial colombiana establecida de conformidad con el tiempo uniforme coordinado UTC-5. 20.
En general, cumplir con los deberes que la Ley le imponga y desempeñar las demás funciones que le
encomiende la Asamblea General de Accionistas o la Junta Directiva y todas aquellas otras que naturalmente
le correspondan en su carácter de Representante Legal de la Sociedad. (Escritura Pública 3659 del 19 de
diciembre de 2012 Notaria 25 de Bogotá)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Marcela Giraldo Garcia
Fecha de inicio del cargo: 31/12/2020

CC - 52812482 Presidente
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Andres Lozano Umaña
Fecha de inicio del cargo: 24/10/2019

CC - 79947732 Primer Suplente del Presidente
(Sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2021133946-000 del día 17 de
junio de 2021, que con
documento del 10 de junio de
2021 renunció al cargo de Primer
Suplente del Presidente y fue
aceptada por la Junta Directiva
en Acta  362 del 10 de junio de
2021.  Lo anterior de conformidad
con los efectos establecidos por
la Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Alexandra Castillo Gómez
Fecha de inicio del cargo: 20/10/2016

CC - 51840113 Segundo Suplente del Presidente

Juan Manuel Trujillo Sánchez
Fecha de inicio del cargo: 27/10/2016

CC - 17657751 Tercer Suplente del Presidente
(Sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2023010302-000 del día 2 de
febrero de 2023 que con
documento del 12 de enero de
2023 renunció al cargo de Tercer
Suplente del Presidente y fue
aceptada por la Junta Directiva
Acta No. 384 del 12 de enero de
2023.  Lo anterior de conformidad
con los efectos establecidos por
la Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Lina Margarita Lengua Caballero
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2018

CC - 50956303 Representante Legal para Fines
Judiciales

JOSUÉ OSWALDO BERNAL CAVIEDES
SECRETARIO GENERAL
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"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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